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loga, con una larga trayectoria
profesional en la que ha diri-
gido el Instituto de Mayores y
Servicios Sociales (IMSERSO)
y presidido la Fundación
Asturiana de Atención a
Personas con Discapacidad
(Fasad), además de ser
Delegada del Gobierno del
Principado de Asturias en
Madrid, Consejera de
Bienestar Social del mismo
Ejecutivo, y autora de impor-
tantes obras sobre el enveje-
cimiento y las personas ma-
yores, continúa en la brecha
con su trabajo como asesora
de los Ministerios de Sanidad
y de Política Social, y de
Igualdad. Y aún le queda
tiempo para constituir la
Fundación Pilares para la
Autonomía Personal, que de-
fenderá la igualdad de todas
las personas y la dignidad de
la vida humana mediante la
promoción de la autonomía
personal, la participación so-
cial, el ejercicio de derechos y
el incremento de la calidad de
vida de personas y grupos
que se encuentren en riesgo
de discriminación, dependen-
cia o marginalidad.

--Se está hablando cada
vez más de la necesidad de
aprender a envejecer. ¿En
qué consiste ese aprendizaje? 

--A lo largo de la vida nos
preparamos para estudiar y
tener una profesión, formar
una familia y desarrollarnos
como personas adultas. Del
mismo modo, deberíamos
prepararnos para envejecer
bien. La vida no se acaba
cuando nos jubilamos o cuan-
do superamos los 60 años, si-
no que es el comienzo de
una nueva etapa que, afortu-
nadamente, cada vez dura
más. La mayoría de las perso-
nas carecen de formación y
de habilidades para vivirla en
plenitud. Sin embargo, se ha
demostrado que quienes
aprenden cómo hacerlo se
encuentran en mejor disposi-
ción para lograr los objetivos
del envejecimiento activo:
consiguen mejorar su salud y
reducir o, incluso, evitar las si-
tuaciones de dependencia.
Sin olvidar que así  también
conocen, ejercitan y defien-
den mejor sus derechos fren-

te a las instituciones y a la so-
ciedad. Y, finalmente, pueden
participar de manera activa en
sus comunidades, de manera
que su voz sea tenida en
cuenta. Este aprendizaje de-
bería realizarse a lo largo de
toda la vida, pero lo cierto es
que aún estamos lejos de
conseguirlo.

--La sociedad actual po-
tencia el valor de ‘lo joven’.
¿Se puede cambiar eso?
¿Empezarán las personas
mayores a ser tenidas en
cuenta cuando se conviertan
en un colectivo del que no se
pueda prescindir por su nú-
mero y poder económico?

--Cuantitativamente, la
denominada revolución de la
longevidad ya se ha produci-
do. En España, son más de
diez millones de personas las

que han superado los 60
años de edad y la inmensa
mayoría de ellas está en exce-
lentes condiciones de salud y
conservan un gran bagaje de
conocimientos. El crecimiento
de este grupo poblacional es
un acontecimiento nuevo en
la historia de la humanidad.
Pero, ni la sociedad en su
conjunto, ni las personas ma-
yores, como grupo social, han
asimilado aún  lo que significa
eso. No se trata de desvalori-
zar a la juventud, se trata de
dar igual valor a todos los gru-
pos de edad. Lograr una so-
ciedad para todas las edades,
como propone la ONU, pasa
por reconocer el valor que tie-
nen los mayores, reconocer
sus derechos, darles espacios
reales de participación y favo-
recer la intergeneracionalidad.
Ese cambio, que lleva años
gestándose, creo que está a
punto de eclosionar. Y son las
propias personas mayores,
desde los movimientos socia-
les organizados, las que im-
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“La revolución de la longevidad ya se ha producido”

--La Ley de Dependencia está sufriendo las conse-
cuencias de la crisis y muchos son los sectores que denun-
cian un parón. ¿Comparte esta crítica? Otro de los ataques
es el de que, pese a haber nacido como una ley de servi-
cios, se está convirtiendo en una de prestaciones. 

La Ley de Promoción de la Autonomía Personal y
Atención a las Personas en situación de Dependencia ha sig-
nificado el mayor avance en nuestro sistema de  protección
social de los últimos años. Pero el paso es de tal enverga-
dura que se necesita tiempo para su completo despliegue y
el plazo, fijado por la propia Ley, es el año 2015. También  la
norma previó que durante 2010 no se diera paso a los nue-
vos niveles que restan porque es el año dedicado a su  eva-
luación, lo que explica que este año  haya menos entradas
de personas a las que se reconoce el derecho. El predomino
de la prestación económica responde a la necesidad de te-
ner tiempo para crear las infraestructuras y adoptar las me-
didas necesarias para la creación de más servicios que ofre-
cer a los usuarios. Estoy segura de que el tiempo hará más
equitativo el reparto entre prestaciones económicas y servi-
cios. En cualquier caso, sí diré algo en cuanto al insuficiente
desarrollo que están experimentando todos los servicios en
general y el de ayuda a domicilio, en particular. Este último
es con el que de manera más clara se apoya que las perso-
nas puedan permanecer viviendo con calidad de vida donde
ellas prefieren, que es su casa. Para cambiar esta situación
es urgente culminar acuerdos entre las administraciones au-
tonómica y local donde aún no se han producido, como
también lo es mejorar las características y la calidad de este
programa para hacerlo más atractivo y eficaz. El potencial de
creación de nuevos empleos que tiene este servicio es otro
motivo más para esperar que se apueste decididamente por
él, precisamente en un momento de grave crisis económi-

ca como la que atravesamos en España, con unas altísimas
tasas de desempleo. Se trataría de una inversión triplemen-
te productiva: atender con calidad profesional a personas en
situación de dependencia, ofrecer nuevos puestos a traba-
jadores excedentarios de otros  sectores en crisis y reducir el
coste de las prestaciones de desempleo.

--¿Qué valoración le merece el desarrollo de esta Ley
por parte de las CCAA, en las que en algunos casos se ha
llegado a hablar de irregularidades en su financiación?

--Hay que insistir, en primer lugar, en la enorme com-
plejidad que tiene la implantación del nuevo sistema.
Además del esfuerzo presupuestario, organizativo, concep-
tual, normativo y funcional que suponer para las comunida-
des, conlleva también la formación de los profesionales.
También conviene recordar  que el desarrollo de los servi-
cios sociales no se ha realizado de manera homogénea en
todos los territorios del Estado, por lo que el inicio del des-
pliegue de la Ley, que fue muy  costoso para todos, en al-
gunos lugares fue especialmente difícil. No obstante, me pa-
rece que tanto la falta de agilidad en su aplicación en algu-
nas comunidades como la escasa transparencia en la parte
de la financiación que les corresponde podrían llegar a con-
travenir el principio de legalidad y a constituir una falta de le-
altad institucional. Recuérdese que esta regulación normati-
va se realizó al amparo del artículo 149.1 de la Constitución,
con salvaguarda plena de las competencias en materia de
asistencia social de las autonomías. Por eso, la propia natu-
raleza del objeto de la Ley requiere del compromiso leal y
de la actuación conjunta de las Administraciones Públicas.
No obstante, creo que el paso del tiempo y el permanente
diálogo entre el ministerio y las administraciones autonómi-
cas también está dando la oportunidad a todos para mejorar
el desarrollo de la Ley

Aplicación de la Ley de Dependencia

“Es necesario realizar un cambio de enfoque en 
las políticas de atención social.  Se trata de
adoptar definitivamente el denominado modelo
de atención centrado en la persona”

Pilar Rodríguez Rodríguez


